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BOLETIN Nº 65�10 (S).





HONORABLE CAMARA:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informaros el proyecto de acuerdo, adoptado por el Senado, mediante el cual se aprueba la "Convención sobre los Derechos del Niño".





El Presidente de la República ha 	hecho presente la "suma urgencia" en el despacho de este proyecto; en conformidad a lo dispuesto en el artículo 26 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, de manera que la H. 	Cámara debe despacharlo en el plazo de 10 días, a contar desde el 27 de junio de 1990, en razón de haberse dado cuenta del oficio correspondiente en sesión celebrada en esa fecha. En la misma 	oportunidad, la Sala acordó prorrogar hasta el 3 de julio en curso, el plazo reglamentario para que  	evacue este informe.





I.� ANTECEDENTES GENERALES





El. Mensaje con que S.E. el Presidente de la República sometió a la consideración del H. Senado esta Convención, destaca que ella es el primer tratado internacional que consagra los derechos del. niño en forma integral y que obliga a los Estados a adecuar sus legislaciones internas para darles efectividad.





Agrega que esta obligación el Estado la cumple por los medios que estime conveniente, los que deberán expresarse en acciones efectivas, de las que debe tomar conocimiento el Comité de los Derechos del Niño creado especialmente para este efecto.





En seguida el Mensaje hace un reseña de las diversas normas de la Convención, para terminar expresando en su página 5, que "El compromiso que adquiere el Gobierno para dar cumplimiento a los objetivos de esta Convención, forma parte de su política y plan de acción orientado a garantizar en el país el pleno goce de los derechos humanos en cualquiera de sus expresiones, para cuya efectiva realización no escatimará esfuerzos en el marco de sus facultades colegisladoras, administrativas y legales. Para este efecto los organismos competentes del Estado harán los estudios que tiendan a dictar las normas legales que den plena aplicación a esta Convención en todo aquello que no esté incorporado a nuestro ordenamiento jurídico, y, además, prestará su colaboración y solicitará la cooperación internacional para obtener un régimen de reconocimiento y protección universal. a los derechos esenciales del ser humano, entre los que ocupan un lugar de preferencia los derechos del niño. Igualmente �continúa el Mensaje� se dará estricto cumplimiento a los Acuerdos Internacionales de que es Parte nuestro país relativos a la protección de los derechos del niño y se someterán a aprobación legislativa todos aquellos tratados que han sido suscritos por Chile que tienden a proteger los derechos humanos tanto en el ámbito interamericano como universal..".





Desde el punto de vista constitucional, los propósitos enunciados por el Mensaje sitúan el proyecto de acuerdo en informe, en el marco del inciso segundo del artículo 50 del Texto Fundamental, que dispone, por una parte, que el ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto de los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, y, por otra, obliga a los órganos del Estado a respetar y promover tales derechos, garantizados por la Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.





La Convención sometida a vuestra consideración es precisamente un tratado sujeto a ratificación, el que una vez vigente obligará al país a respetar y promover los derechos por ella regulados. Para que el Jefe del Estado pueda ratificarla se requiere, en nuestro ordenamiento constitucional, que ella sea aprobada, previamente, por el Congreso Nacional, conforme lo prescrito por los artículos 32, Nº 17, y 50, Nº 1, de la Carta Política, mediante un proyecto de acuerdo como el que os informa vuestra Comisión.





Una visión amplia de lo que ha sido la evolución del derecho internacional en la segunda mitad de este siglo , muestra que hasta la aprobación de la Convención sobre los Derechos del Niño, decidida por unanimidad, el 20 de noviembre de 1989, en la Asamblea General de las Naciones Unidas, no existía un tratado especial de aplicación general y universal, que codificara un verdadero derecho de la niñez. Sólo existían el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) y la Organización de las Naciones Unidas para la Educación y la Cultura (UNESCO), como instituciones especializadas en los problemas de los niños.





En 1924, la Unión Internacional de Ayuda a la Infancia formuló una Declaración sobre los Derechos del Niño, seguida por otra que la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó, por unanimidad, el 20 de noviembre de 1959. Pero estas declaraciones enunciaban principios generales que no tenían para los Estados ninguna fuerza obligatoria, quedando como simples declaraciones de intención.





Por otro lado, los grandes instrumentos internacionales aprobados en el ámbito de los derechos humanos, tales como la Declaración Universal de los Derechos del Hombre, de 1948, y de los Pactos Internacionales relativos a los derechos civiles y políticos y a los derechos económicos, sociales y culturales, de 1966, son aplicables a los niños pero ninguno de ellos se refiere específicamente a los problemas que a ellos afectan. Se advertía que algunos derechos fundamentales reconocidos tradicionalmente a los adultos, tales como la libertad de circulación, de asociación, de pensamiento, de opinión o de religión, no estaban expresamente reconocidos a los menores.








Es la Convención en trámite, como lo dice el Mensaje, el primer tratado internacional que consagra los derechos del niño en forma integral, con el deseo de salvar la omisión que mostraba la normativa internacional; de manera tal que una vez que ella entre en vigencia, pasará a constituirse en una verdadera Carta Internacional de la Niñez.





III.� ANALISIS DE LA CONVENCION EN INFORME





	Este	instrumento	internacional consta de un preámbulo y 54 artículos, agrupados en tres 	partes.





En el preámbulo los Estados Partes dejan constancia de los propósitos fundamentales que los animan, en orden a reforzar y desarrollar los derechos humanos del niño, que explícita o implícitamente puedan resultar para ellos de la Carta de las Naciones Unidas o de la Declaración Universal y de los Pactos Internacionales antes referidos en este informe.





	La primera parte se relaciona con los derechos del niño y las consiguientes obligaciones de los Estados.





La segunda parte regula los mecanismos de control de la aplicación de la Convención.





La tercera se refiere a las cláu�sulas finales propias de todo tratado multilateral.





A.� Derechos de los niños y obligaciones de los Estados.





	El artículo 1 , define al niño señalando que se entiende por tal., todo ser humano  menor de dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad.








En nuestro derecho interno, la plena capacidad o mayoría de edad civil se alcanza, de acuerdo al artículo 26 del Código Civil a los 21 años de edad; sin embargo, ella se fija a los 18 años, entre otros campos, para los efectos penales, laborales, ciudadanos y administrativos, según lo dispuesto por los Códigos Penal y del Trabajo; ley orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral y  Estatuto Administrativo, respectivamente.





i








Los artículos 2 a 5 contemplan obligaciones generales que contraen los Estados.





	En virtud del artículo 2 las Partes se obligan aplicar las normas de la Convención a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin discriminación alguna, independientemente de la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, nacionalidad, posición económica, capacidad física o de cualquier otra condición del niño, de sus padres o de sus representantes legales.





En lo sustancial el principio de no dsicriminación se contempla en términos análogos a los del artículo 2 de la Declaración Universal de los Derechos del Hombre. Ellos son, en el orden interno, concordantes con el Nº 2 del artículo 19 de la Constitución Política, que asegura a todas las personas la igualdad ante la ley y que no permite a autoridad alguna establecer diferencias arbitrarias.





El artículo 3 obliga a las instituciones públicas y privadas del Estado Parte, incluidos los órganos legislativos, a tener consideración primordial de los intereses superiores de los niños en todas las medidas que se adopten respecto a ellos.





		El artículo 4 obliga a los Estados Partes a tomar todas las medidas, inclusive legislativas, para dar efectividad a los derechos reconocidos en esta Convención; entendiéndose que nada afectará a las disposiciones más favorables a :Los niños que actualmente puedan regir en los Estados, en virtud de su derecho interno o del derecho internacional, según lo dispone el articulo 41.

















El artículo 5 impone a los Estados Partes la obligación de respetar las responsabilidades, los derechos y los deberes de los padres o, en su caso, de los miembros de la familia o de la comunidad, en la dirección y orientación apropiada para que el niño ejerza los derechos que la Convención le reconoce.





	Los Estados Partes, reconocen en el articulo 6, que todo niño tiene el derecho intrínseco a la vida y garantizan, en la medida de lo posible, su supervivencia y desarrollo.


	Este derecho armoniza con el. derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de la persona que consagra el Nº1 del artículo 19 de la Constitución.





El artículo 7 reconoce el derecho de todo niño a tener un nombre y una nacionalidad y, en la medida de lo posible, a conocer a sus padres y a ser cuidado por ellos. La norma es que los Estados velarán por estos derechos conforme a su legislación nacional y a los tratados pertinentes.





Las obligaciones que el Estado contrae en virtud de este artículo son concordantes con las disposiciones del artículo 10 de la Constitución, que regula los diversos casos en que se adquiere la nacionalidad chilena.





EL artículo 8 compromete a los Estados Partes a respetar el derecho del niño a preservar su identidad, nacionalidad, nombre y relaciones familiares, conforme a la ley y sin ingerencias ilícitas.





	Este compromiso del Estado, también es concordante con las disposiciones constitucionales chilenas, especialmente con el artículculo 11 de la Carta Fundamental, relativo a las causales de pérdida de nuestra nacionalidad.





	El artículo 9 contempla diversas normas que, en lo fundamental, tratan del derecho del niño a no ser separado de sus padres contra  la voluntad de éstos, a menos que se disponga por resolución judicial, en el interés superior del niño, como en los casos de maltrato, descuido, o separación de los padres.





Estos preceptos son armónicos con las reglas que contempla el Código Civil en sus artículos 219 y siguientes a propósito de los derechos y obligaciones entre los padres y los hijos legítimos.





La obligación que el Nº 4 del artículo 9 impone al Estado, en orden a proporcionar la información básica acerca del paradero del padre, madre o niño detenido, encarcelado, exiliado, deportado o muerto, incluido el fallecimiento debido a cualquier causa mientras la persona está encarcelada por el Estado, es, eventualmente, exigible mediante los recursos de protección y de amparo que regulan los artículos 20 y 21 de la Constitución.





El artículo 10 reconoce al niño el derecho a reunirse con su familia y obliga al Estado Parte a permitir la entrada o salida de su territorio, en los viajes que hagan padres o niños en el ejercicio de tal derecho, sujeto solamente a las restricciones legales necesarias para proteger la seguridad nacional, el orden público, la salud o la moral públicas a los derechos y libertades de otras personas.





Este derecho armoniza con el derecho para entrar y. salir del territorio nacional que la Constitución Política asegura a todas las personas en el Nº 7 del artículo 19, en el marco del derecho a la libertad personal y a la seguridad individual.





	El articulo 11 obliga a los Estados Partes a adoptar medidas para impedir el traslado y retención, 	ilícitos, de niños al o en el extranjero, para lo cual los compromete a celebrar los tratados correspondientes.





Chile tiene vigente con Uruguay un Convenio sobre Restitución Internacional de Menores, promulgado por decreto supremo Nº 288, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y publicado en el Diario Oficial del 31 de mayo de 1982.





El artículo 12 garantiza al niño que esté en condiciones de formarse un juicio propio el derecho de expresar su opinión libremente en todo procedimiento judicial o administrativo que lo afecte, el que deberá ejercerse en consonancia con los procedimientos de la ley nacional.


El artículo 13 otorga al niño el derecho a la libertad de expresión e información, sujeto sólo a  las restricciones legales necesarias para el respeto de los derechos  o la reputación de los demás y la protección de la seguridad nacional, el. orden público, y la salud o la moral pública.





Este derecho está en consonancia con el Nº 12 del artículo 19 de la Constitución Política, relativo a la libertad de opinión e información que el dicho precepto asegura a todas las personas.





	El artículo 14 impone a los Estados el respeto al derecho del niño a la libertad de pensamiento., conciencia y de religión, comprendido el derecho de los padres de al niño en el ejercicio de sus derechos de modo conforme a la evolución de sus facultades. La manifestación de las creencias religiosas queda sujeta a las restricciones legales pertinentes.





Este derecho es armónico con lo dispuesto sobre la libertad de conciencia en el Nº 6 del artículo 19 de la Constitución Política.





El artículo 15 reconoce los derechos del niño a la libertad de asociación y a la libertad de celebrar reuniones pacíficas, con las restricciones que la ley establezca, análogas a las que contemplan los Nºs. 13 y 15 del artículo 19 de la Constitución Política.





El articulo 16 se refiere al derecho del niño a ser protegido por la ley de toda ingerencia  ilegal o arbitraria contra su vida privada, honra y reputación, en términos concordantes con los Nºs. 4º y 5º del artículo 19 de la Constitución Política.





	El artículo 17 impone a los Estados el deber de velar por que el niño tenga acceso a la información y a los medios de comunicación social.





El artículo 18 dispone que los Estados garantizarán el reconocimiento del principio de que ambos padres tienen obligaciones comunes y la responsabilidad primordial en la crianza y el desarrollo del niño.





Este precepto es concordante con las disposiciones que el Código Civil contempla en la materia y en el inciso tercero del Nº 10 del artículo 19 de la Constitución que asegura a los padres el derecho preferente y el deber de educar a sus hijos.





Los artículos 19 y 20 señalan que los Estados adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas para proteger al niño privado de su entorno familiar, con programas asistenciales y de colocación en instituciones adecuadas.





La asistencia social en estos casos, en nuestro país, corresponde otorgarla al Servicio Nacional de Menores, regido por el decreto ley Nº 2.465, de 1979.





El artículo 21 consagra los principios básicos que deben orientar los sistemas de adopción que reconozcan o permitan los Estados Partes, los que son concordantes con las normas de las leyes Nºs. 7.613 y 18.703, que regulan la adopción y la adopción plena, respectivamente.





El artículo 22 indica que los Estados Partes deben otorgar al niño refugiado, en conformidad con el derecho internacional o interno, la protección y la asistencia humanitaria adecuadas para el disfrute de los derechos que la Convención u otros tratados le confieran.





El artículo 23 señala que los Estados Partes reconocen que, el niño mental o físicamente  impedido debe disfrutar de una vida plena decente, en condiciones de dignidad, suficiencia y participación activa en la comunidad.





Agrega que la asistencia al. niño impedido será gratuita, siempre que sea posible, habida consideración de la situación económica de los padres.





	El artículo 24 reconoce el derecho de los niños al disfrute dol más alto nivel posible de salud y a servicios para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la salud.








El artículo 25 dispone que el niño internado en un establecimiento por razones de salud, debe ser objeto de un exámen periódico del tratamiento a qué está sometido,





El articulo 26 reconoce a todos los niños el derecho a beneficiarse de la seguridad social, de conformidad con su legislación nacional. Estas normas son concordantes con el derecho que contempla el Nº 18 del artículo 19 de la Constitución Política.





	El artículo 27 reconoce el derecho de todo niño a un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social, en lo que a los. padres incumbe la responsabilidad primordial.





	El Nº4 del artículo 27 agrega que el Estado debe  asegurar el pago de las pensiones alimenticios por  parte de los padres o personas que tengan la responsabilidad financiera por el niño. Con tal objeto, promoverán los tratados apropiados.





Nuestro país es parte de la Convención sobre obtención de alimentos en el extranjero, suscrita en Nueva York el 20 de junio de 1959, ratificada el 14 de marzo de 1960 y publicada en el Diario Oficial del 23 de enero de 1961.





Además, rigen en Chile las normas del Código Civil, conjuntamente con las leyes Nºs 16.618, sobre Menores, y 14.908, sobre abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, que aseguran el cumplimiento la Convención en esta materia.





	El artículo 29 define los objetivos de la educación del niño, en las que cabe destacar el de inculcar al niño el. respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales y de los principios consagrados en la Carta de las Naciones Unidas.





Cabe señalar que el Nº2 declara que nada de lo dispuesto por la Convención respecto del derecho a la educación y sobre los objetivos de ésta, podrá ser interpretado como una restricción de la libertad de los particulares y de las entidades para establecer y dirigir instituciones de enseñanza.





	Estas normas son armónicas con los Nºs 10 y 11 del artículo 19 de la Constitución Política.





	El artículo 30 dispone que los niños pertenecientes a minorías étnicas, religiosas o lingüísticas o de origen indígena,  tienen	 derecho a tener su propia vida cultural, a profesar y practicar su propia religión o a emplear su propio idioma.





El artículo 31 otorga a los niños el derecho al descanso y al esparcimiento, al juego y a las actividades recreativas apropiadas para su edad y a participar libremente en la vida cultural y en las artes.





El articulo 32 reconoce el derecho del niño a estar protegido contra la explotación' económica y contra los trabajos peligrosos para su salud o su desarrollo físico, mental, espiritual, moral o social, o que puedan entorpecer su educación.





Con tal propósito los Estados Partes se comprometen a fijar edades mínimas para el trabajo y a reglamentar los horarios y condiciones de trabajo.





La Constitución Política, en los incisos 2º y 3º del Nº 16 del artículo 19, admite que la ley pueda establecer límites de edad para determinados trabajos y la posibilidad de prohibir los que se opongan a la moral, la seguridad o . la salubridad pública.





El Código de Trabajo fija en  dieciocho años la edad a partir de la cual se puede contratar libremente; los menores deben hacerlo con autorización de sus ascendientes, guardadores o inspector del trabajo, según los casos. Ellos no pueden trabajar más, de ocho horas diarias y les prohibe desempeñarse en faenas peligrosas para su salud, seguridad o moralidad y en trabajos nocturnos, conforme los disponen los artículos 13 y 19 de dicho cuerpo legal.





El artículo 33 de la Convención obliga a los Estados a tomar las medidas apropiadas para proteger a los niños del uso ilícito de  los estupefacientes y sustancias sicotrópicas enumerados en los tratados internacionales pertinentes.





Nuestro país, además. de sancionar en el Código Penal los. crímenes y simples delitos contra la salud pública, participa en diversos tratados multilaterales destinado a combatir el tráfico ilícito de drogas, tales como la. Convención Unica sobre Estupefacientes, de 196I; la Convención de 1963 para la represión del tráfico ilícito de drogas peligrosas y el Convenio sobre sustancias sicotrópicas, de 1971, todos vigentes e incorporados al orden jurídico interno.





El artículo 34 compromete a los Estados a proteger al niño contra todas las formas de explotación y abuso sexual.





El artículo 35 dispone que los Estados tomarán las medidas necesarias para impedir el secuestro, la venta o trata de niños.





El articulo 37 señala en su letra a), que los Estados velarán por que ningún niño sea sometido a torturas ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. En particular, dispone, que no se impondrá la pena capital ni de prisión perpetua sin posibilidades de, por delitos cometidos por menores de 18 años de edad.





. Agrega, en su letra b) , que ningún niño será privado de su libertad :ilegal o arbitrariamente.


Estos preceptos son, por una parte, concordantes con las Convenciones contra la Tortura que nuestro país ha suscrito y ratificado en el marco de la ONU y de la OEA; además, son armónicos con la supresión de la pena de muerte actualmente en trámite legislativo. Además, son análogos a los contenidos en los artículos 5 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y de la Declaración Americana sobre Derechos Humanos.





El articulo 38 obliga a los Estados Partes a respetar y velar por que se respeten las normas del derecho internacional humanitario en lo pertinente a los niños; esto es, la Convención favorece expresamente a los niños con las medidas de protección que el Estado debe adoptar en los conflictos armados internacionales e internos en virtud de los Convenios de Ginebra, de 1949, de los cuales Chile es uno de sus signatarios y ratificantes.





Agrega el articulo 38 que los Estados adoptarán medidas para que los menores de 15 años no participen directamente en las hostilidades de los conflictos armados ni sean reclutados en la Fuerzas Armadas.





 	En nuestro país la edad mínima de conscripción es 18 años de edad.





El artículo 40 contempla diversas normas de salvaguardia del debido proceso penal seguido en contra del niño, en virtud de las cuales, el niño goza, de las siguientes garantías principales:	�	





 - Presunción de inocencia.


- Derecho a ser informado de los cargos que se le formulan.


 - Derecho a una asistencia jurídica apropiada.


- Derecho a no ser obligado a prestar testimonio o a declararse culpable.


- Derecho a 'ser juzgado por un tribunal superior competente, independiente e imparcial.


- Derecho a que se respete su vida privada en todas las  fases del procedimiento.





B.- Los mecanismos destinados a controlar la aplicación de la Convención.





De ellos se ocupa la segunda parte de la Convención, entre sus artículos 42 a 45.





Estos mecanismos fueron establecidos a petición del grupo ad-hoc de 34 organizaciones internacionales no gubernamentales (ONG) que intervinieron en la elaboración de la Convención.





En virtud del artículo 42 los Estados Partes se comprometen a dar a conocer ampliamente las disposiciones de la Convención, tanto a los adultos como a los niños.





En el artículo 43 se dispone el establecimiento de un "Comité de los Derechos del Niño", que tendrá por objetivo fundamental examinar los progresos hechos por los Estados Partes en la ejecución de sus obligaciones, para lo cual los Gobiernos deberán presentar informes quinquenales sobre las medidas adoptadas para dar cumplimiento a la Convención, conforme lo señalado en el artículo 44.





El Comité estará integrado, al tenor del Nº2 del articulo 43, por diez expertos de gran integridad moral y reconocida competencia en las esferas reguladas por la Convención.





Los miembros del Comité ejercerán sus funciones a título personal; es decir no obedecerán instrucciones de Gobiernos, y serán elegidos, en votación secreta, por los Estados Partes, teniendo en cuenta la distribución geográfica, así como los principales sistemas jurídicos; cada Estado podrá designar una persona, escogida entre sus nacionales, para integrar la lista de elegibles.





La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses después de la entrada en vigor de la Convención y ulteriormente cada dos años.





	Este Comité transmitirá a los organismos especializados, al UNICEF y a otros órganos competentes las solicitudes de asistencia técnica que formulen los Estados para cumplir los objetivos de la Convención.





Finalmente, el Comité está dotado de la facultad de formular sugerencias y recomendaciones generales basadas en los informes de los Estados Partes interesados.





C.- Cláusulas finales de la Convención.





	A ellas se refieren los artículos 46 a 54.





La Convención, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989, quedó abierta a la firma de todos los Estados en la Secretaría General de la ONU. El propósito es que este instrumento se aplique universalmente. Nuestro país, según informa el Mensaje, lo firmó el 26 de enero de 1990. Hasta el 8 de mayo del presente año había sido firmado por 84 Estados.





Ella está sujeta a ratificación y permanecerá permanentemente abierta a la adhesión de cualquier Estado, según lo disponen sus artículos 47 y 48.





Entrará en vigencia el trigésimo día siguiente al depósito del vigésimo instrumento de ratificación o adhesión, conforme lo señala su artículo 49. Hasta el 8 de mayo de 1990, había sido ratificada por Ghana y Vietnam. A esa fecha la Santa Sede, sólo había depositado su adhesión.





Todos los Estados Partes pueden proponer enmiendas y depositarlas en poder del Secretario General de la ONU. En lo sustancial, se puede señalar que obligan al Estado las enmiendas que hayan aceptado, al tenor de lo prescrito por el articulo 50.








Los Estados pueden formular reservas al momento de ratificar o de adherirse a la Convención, siempre que ellas sean compatibles con el objeto y propósito de este instrumento. Además, el Estado que las formule podrá retirarlas en cualquier momento, de acuerdo a lo señalado por el artículo 51.





Al 8 de mayo de 1990, los siguientes países habían formulado declaraciones o reservas al momento de firmar esta Convención:





	� Colombia: para subir, en lo que a ella respecta, a 18 años los 15 años de edad que la Convención fija como mínima permitida en el artículo 38, para la participación de menores en las hostilidades de los conflictos armados o para reclutarlos en las fuerzas armadas.





� Ecuador: declara que en su opinión la edad mínima fijada en el artículo 38 es muy baja.





	� Egipto: reserva las normas de los artículos 20 y 21 en todas las cláusulas relativas a la adopción porque esta institución jurídica no es admitida por la ley islámica.





� Francia: para declarar que el artículo 6ª de la Convención, que reconoce a todo niño el derecho intrínseco a la vida, no es obstáculo para la implementación de la ley francesa que permite la interrupción voluntaria del embarazo.





Además, declara que al tenor del artículo 2 de la Constitución de la República Francesa no le es aplicable el artículo 30 de la Convención, relativo a los derechos de los niños que pertenezcan a minorías étnicas, religiosas o lingüísticas o de origen indígena, a tener su propia vida cultural, su propia religión y su propio idioma.





Guatemala: declara en relación al artículo 1 de la Convención, que define al niño como todo ser humano menor de dieciocho años de edad, que el artículo 30 de su Constitución Política garantiza y protege la vida humana desde la época de su


concepción, así como la integridad y seguridad del individuo.





	 Mauritania: reserva las normas que puedan ser contrarias a las creencias y valores del Islam.


	Uruguay: se reserva el, derecho a formular reservas al momento de ratificar.








III.- DISCUSION EN LA COMISION.





	Nuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana debatió extensamente las consideraciones que inspiran al Presidente de la República para proponer la aprobación de esta Convención, compartiendo su propósito de hacer efectivo el reconocimiento de los derechos humanos, entre los que ocupan un lugar preferente los derechos del niño. "Ese precioso tesoro...que se da a cada generación, como un rito a su sabiduría y sensibilidad", según las palabras de Su Santidad el Papa Juan Pablo II, invocadas por el observador permanente de la Santa Sede ante la ONU, al anunciar la adhesión de la Santa Sede a esta Convención.





	Vuestra Comisión pudo constatar que este instrumento internacional es concordante con las normas constitucionales que garantizan . los derechos y libertades fundamentales de todas las personas y con diversas disposiciones legales internas e internacionales que regulan materias propias del ámbito de la Convención.





No obstante lo anterior, cree que una vez que nuestro país se incorpore definitivamente a este estatuto internacional de la niñez, deberán hacerse los estudios que anuncia el Ejecutivo en el Mensaje para dictar, a juicio de esta Comisión en tiempo más breve posible, todas las normas legales que permitan dar plena aplicación a esta Convención en todo aquello no incorporado a nuestro ordenamiento jurídico interno. En este sentido, vuestra Comisión estimó de especial interés que se formulen las proposiciones legales que permitan implementar mecanismos de control que impiden la explotación económica de la niñez.





Al. término de la discusión vuestra Comisión decidió aprobar el proyecto de acuerdo por la unanimidad de los señores Diputados presentes, en los mismos términos adoptados por el H. Senado, sin que se hayan formulado reservas a las disposiciones de la Convención en informe.





En mérito de las consideraciones anteriores y por las que os expondrá el señor Diputado Informante, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana os propone aprobar el siguiente proyecto de acuerdo:


	PROYECTO DE ACUERDO:





"Artículo único, Apruébase la "Convención sobre los Derechos del. Niño", de las Naciones Unidas, suscrita por el Gobierno de Chile el 26 de Enero de 1990.".





	SE DESIGNO DIPUTADO INFORMANTE AL DIPUTADO SEÑOR GUILLERMO YUNGE BUSTAMANTE.





	Acordado en sesión celebrada el 3 de julio de 1990, con la asistencia de los señores Diputados Yungue Bustamante, don Guillermo; Faulbaum Mayorga, don Dionisio; Guzmán Alvarez, don Pedro; Letelier Morel, don Juan Pablo; Longton Guerrero, don Arturo; Maluenda Campos, doña María y Mekis Martínez, don Federico.








	SALA DE LA COMISION, a 3 de julio de 1990.








FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA


Secretario de la Comisión





